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SEÑOR PRESIDENTE AD HOC (Hernández).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Agradecemos la presencia del ingeniero agrónomo Héctor González, Director de Recursos Naturales 
Renovables, y del señor Robert Frugoni, Director de Desarrollo Rural del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca. También les agradecemos la prontitud con que han concurrido a la Comisión. 


Tenemos conocimiento del tema por las versiones taquigráficas del Senado. Se trata de un proyecto que el 
Poder Ejecutivo envió con el título “Uso responsable y sostenible de los suelos” y que luego el Senado nos 
remitió como “Conservación, uso y manejo adecuado de las aguas”. Lo que nos interesa es conocer vuestra 
opinión sobre este tema, que más que una política de gobierno, es una política de Estado, porque hace a la 
necesidad de la preservación de los suelos. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Es un gusto estar en esta Comisión para informar brevemente cuáles son las 
razones fundamentales que motivan la presentación de este proyecto de ley que, a través el Poder 
Ejecutivo, hemos ingresado en el Parlamento. 


Desde el punto de vista del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, y tal como figura en el Programa 
de Gobierno de esta Administración, se considera fundamental el manejo sostenible y responsable de los 
suelos, porque forma parte de la estrategia de desarrollo socioeconómico del Uruguay que se basa, sobre 
todo, en la producción agropecuaria y en las cadenas de valor. Obviamente, desde la óptica de los recursos 
naturales, todo esto se basa en el recurso suelo y en el recurso agua. Por lo tanto, una de las tareas que ha 
llevado adelante el Ministerio a través de la Dirección de Desarrollo Rural y de la Dirección General de 
Recursos Naturales Renovables, ha consistido en un análisis crítico de las leyes vigentes y de las actividades 
llevadas adelante. Como resultado de eso, se hicieron modificaciones parciales a las leyes vigentes, es decir, 
al Decreto Ley de 1981 y al Decreto reglamentario de 2004, lo que dio lugar, por un lado, a este proyecto de 
ley y, por otro, a un nuevo Decreto reglamentario en 2008, que está vigente. La situación actual es que el 
proyecto de ley modificativo de la ley de 1981 tiene media sanción del Senado, ahora está a consideración de 
la Cámara de Diputados y es necesario darle fin a este trámite parlamentario. 


A raíz del análisis crítico que mencioné, concluimos en que era importante introducir estas modificaciones 
parciales, a los efectos de dar mucho más efectividad al papel del Estado en el manejo responsable de los 
suelos. Entendemos que para llevar adelante esto, a través de las líneas de trabajo del Ministerio, resulta 
fundamental organizar lo que llamamos campañas, que consisten en un conjunto armonizado de componentes 
de sensibilización, de difusión, de capacitación y de fiscalización. En el fondo, estamos hablando de un 
objetivo educativo. Lograr el manejo sostenible de los suelos, en esencia, implica compatibilizar los 
resultados económicos de corto plazo con la sostenibilidad del recurso en el largo plazo. Si el recurso es mal 
usado, se degrada, se erosiona; por lo tanto, los resultados económicos de corto plazo afectarán 
negativamente el resultado económico de largo plazo, ya sea desde el punto de vista del productor, de sus 
hijos y nietos y del propio país. Por ende, repito que la esencia conceptual de esto implica compatibilizar el 
resultado de corto plazo con la sostenibilidad del recurso a largo plazo. 


Eso se logra a través de una serie de medidas. Al Estado le corresponden las relativas a difusión, capacitación 
y fiscalización a través de una normativa actualizada que complementan medidas que aplican otras 
instituciones, como el INTA, que hace trabajos de investigación, y la Facultad de Agronomía, que también 
realiza investigación y educación universitaria de grado y de pos grado. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Baráibar) 


——- Lo que proponemos es contar con el marco legal adecuado para que la fiscalización cumpla con su 
objetivo, siempre que esto esté complementado con los otros componentes. La fiscalización es un 
instrumento que se agrega a los otros; así lo vemos nosotros, no como áreas aisladas y desarticuladas. 


Por lo tanto, desde el punto de vista del Ministerio, se entiende que debe haber responsabilidad social en el 
uso del suelo. No se trata solo de que sea un recurso productivo, el suelo trasciende ese concepto; hay que 
considerarlo como un organismo vivo. Esto es muy importante; el suelo no es un mero sostén mecánico de 
las plantas, es un organismo vivo que tiene propiedades físicas, biológicas y químicas. Las propiedades 
físicas y biológicas se construyen en el largo plazo y se deterioran rápidamente. Eso no se soluciona con la 
fertilización; con la fertilización solo se recuperan las propiedades químicas, pero el suelo, como organismo 
vivo, depende también de las propiedades físicas y biológicas. Un suelo degradado o erosionado, que ha 
perdido propiedades físicas y biológicas, no se resuelve con fertilización, y la productividad tiende a bajar 
hasta que se recuperan las propiedades. 


El segundo concepto importante es que desde el punto de vista del Estado el interés general tiene que 
subordinar al interés particular. Más allá de las decisiones que tome el productor debe tomarlas y corresponde 
que lo haga, el Estado debe dar orientaciones y regular el uso responsable y sostenible del suelo porque, 
como ya dije, están en juego las generaciones futuras y la capacidad productiva del país. 


En esos dos conceptos se basan la campaña que estamos organizando y también las modificaciones que 
hemos introducido en el marco legal. 


El proyecto de ley modificativo que ingresó a la Cámara de Senadores en octubre de 2008 incorpora cuatro 
elementos fundamentales. El primero refiere a la responsabilidad solidaria del propietario. La legislación 
anterior lo expresaba en forma muy vaga. Como ustedes saben, el titular de una empresa puede ser 
propietario, arrendatario o medianero, y no quedaba muy claro dónde estaban las responsabilidades. La 


cuestión es que para hacer un trabajo de fiscalización es fundamental que las responsabilidades estén bien 
delimitadas. Entonces, se introdujo expresamente la responsabilidad solidaria del propietario. 


Esto también tiene que ver con el concepto que señalaba al principio, o sea que si el propietario produce 
como tal en el predio que posee, le corresponde manejar responsablemente el suelo. Si el propietario 
arrienda, le corresponde establecer en los contratos de arrendamiento el manejo responsable del suelo a cargo 
del arrendatario. Si no lo estipula o si está establecido en forma relativamente vaga, en definitiva, el 
propietario es el responsable. En el caso de que haya una multa, si el arrendatario no la paga, tendrá que 
hacerlo el propietario. No es un objetivo meramente fiscalizador o recaudador; es un objetivo educativo. 


En el mismo sentido, la multa se establece en un rango que oscila entre las 10 y las 10.000 unidades 
reajustables; el tope anterior era de 2.000 unidades reajustables. Para casos extremos, de gravedad 
comprobada, se establece que puede haber una suspensión de hasta un año de la habilitación para la actividad 
que se estaba desarrollando. Es decir que se puede inhabilitar la actividad productiva que se estaba realizando 
cuando se produjeron procesos erosivos graves. 


El proyecto también establece algunos preceptos que fortalecen el objetivo educativo mencionado. Por 
ejemplo, dice que si la explotación no es realizada por el propietario “las partes podrán establecer una 
cláusula en la cual se estipule que se depositará una suma de dinero en el Banco de la República Oriental del 
Uruguay, la cual servirá de garantía a efectos de cubrir una eventual multa”. Esto queda librado a los 
contratos entre propietarios y arrendatarios. Quiere decir que si el propietario establece que el arrendatario 
tiene que cumplir con determinadas normas, a efectos de cubrirse puede pactar que haya un depósito de 
garantía frente a posibles prácticas inadecuadas. 


La ley recoge antecedentes en ese sentido. La nueva ley se basa en la Ley_N* 16.223 del año 1991 que refiere 
a los contratos de arrendamiento, medianería, etcétera. Esta ley, en su artículo 6”, establece explícitamente 
que en todo contrato las partes deben cumplir con las normas del Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca sobre manejo de suelos, establecido en la ley del año 1981. El incumplimiento del arrendatario o del 
aparcero, certificado por el Ministerio, será causal de rescisión del contrato. O sea que las modificaciones que 
hacemos fortalecen y potencian esta disposición de la Ley N* 16.223. Esto es lo que podríamos decir respecto 
al proyecto que está en trámite en el Parlamento. 


Asimismo, queremos decir que el nuevo decreto modificativo, que fue firmado el año pasado, también 
introduce un agregado importante, resultado de la experiencia anterior. Allí hay un artículo explícito que 
establece cuáles son las prácticas inadecuadas. El decreto anterior se focalizaba en la erosión, lo que se 
mantiene, pero se agrega que se puede llegar a sancionar la práctica inadecuada, haya o no erosión. Por 
ejemplo, si un productor laborea o pasa herbicida en un desagúe, es considerada una práctica inadecuada, 
haya o no erosión. Puede existir erosión debido a que llovió cien milímetros. Cuando uno va, ve el desagúe 
con herbicida, sin vegetación, constata que hay erosión, pero puede suceder que vaya, vea el desagúe con 
aplicación de herbicida, sin vegetación, y puede dar lugar a multa aunque no haya erosión. ¿Por qué? Porque 
se está enfocando el tema desde el punto de vista preventivo, que es lo que tenemos que alcanzar en el 
mediano o largo plazo. O sea que debemos prevenir la erosión, no “curarla” entre comillas, que es más 
costoso y dificultoso. 


Esto es lo que me correspondía decir como Director General de Recursos Naturales. 


SEÑOR FRUGONI.- Quiero compartir con ustedes el objetivo de este proyecto de ley. Antes que nada 
debemos ver el contexto en el que surgió la necesidad imperiosa de poner en funcionamiento esta 
modificación de la norma. 


En primer lugar, este nuevo Gobierno tenía necesidad de avanzar en el desarrollo económico nacional como 
pilar fundamental inicial del desarrollo agropecuario. La primera cosa que necesita un país de base 
agropecuaria es hacer sustentable esos recursos, de lo contrario no existe desarrollo. 


En segundo término, la constatación realizada no por parte del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
por organismos de Naciones Unidas, que todo ustedes conocen, que determinaron que el 30% del área de 
nuestro territorio nacional tiene algún grado de erosión, fundamentalmente en las zonas otrora de gran 
capacidad productiva. 


En tercer lugar, la intensificación que en los últimos años se ha dado de las prácticas de la agricultura, ya sea 
para la producción de granos con destino a mercados internacionales o para la complementación de la 
ganadería y la producción de carne. 


Estas cosas, y dentro de ellas algunas que se destacan como es la expansión de algunos tipos de cultivos, 
hacían más imperiosa la necesidad de abocarse al perfeccionamiento de las herramientas que nos permitieran 
actuar en tiempo y forma para prevenir esta situación. 


Ya estaba probada la ineficiencia de la normativa existente que teníamos para basarnos. Durante el tiempo 
transcurrido desde la aprobación de estas leyes no existe una sola multa aplicada en el territorio nacional 
debido a malas prácticas, y tenemos el 30% de la superficie del país afectada. Diferentes mecanismos y 
formas de eludir hacían imposible la aplicación de cualquier medida correctiva y, por lo tanto, era 
imprescindible la modificación de esa norma. 


El objetivo de este proyecto no es establecer multas, sino preservar nuestros recursos naturales. La multa es 
simplemente un elemento más. Quizás nos concentramos en lo que establecen los dos artículos propuestos de 
modificación y creo que deberíamos compartir con ustedes que se han hecho campañas de sensibilización en 
todo el territorio, que esta propuesta no surgió en un ámbito cerrado, estrictamente técnico del Ministerio de 
Ganadería. Esto surge de las reuniones llevadas a cabo en las Mesas de Desarrollo Rural, fundamentalmente 
del litoral. Nosotros recorrimos la gran mayoría de ellas explicándoles nuestra posición e intercambiamos 
ideas con sus integrantes. Las ideas centrales, que están expuestas aquí, surgen de las Mesas de Desarrollo 
Rural, de sus actores, de los productores. Esto nos da el punto de partida para realizar un trabajo fuerte, 
intensivo, que se hizo con las gremiales agropecuarias. Inclusive, se llegó a constituir en este país un grupo 
para identificar a quienes estaban convocados, a quienes concurrían. El objetivo central de esas reuniones era 
la conservación del suelo, y contaron con la presencia de absolutamente todas las agremiaciones de 
productores más importantes del país. Con ellas trabajamos en cada una de estas cositas que están planteadas 
aquí, tanto para el proyecto como para el decreto que se aprobó. Además convocamos y trabajamos con la 
Universidad de la República y con el Instituto Nacional de Investigación Agropecuaria. También 
redireccionamos el accionar de algunos de nuestros proyectos en el Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca para convocar gente joven para trabajar. Reiteramos que no se trata de aplicar multas; esto es solo una 
parte, cuando no hay otro remedio. Nosotros nos referimos a la sensibilización que llevamos a cabo a través 
de la prensa en todo el territorio nacional. En el interior se hizo fundamentalmente a través de jornadas de 
capacitación y de apoyo a las buenas prácticas agrícolas. 


Debemos recordar que a partir de marzo de 2005, este Ministerio en el redireccionamiento de sus políticas 
agropecuarias instala el proyecto de producción responsable que, precisamente, tiene como objetivo central 
las buenas prácticas agrícolas y su estímulo. En este caso nos convoca compartir con ustedes nuestros puntos 
de vista sobre este proyecto, pero esto está inmerso en una política general, integral, de apoyo a eso. 


Creo que todos tenemos una gran responsabilidad en este tema. Este es un primer paso, pero este asunto nos 
debe seguir convocando, en la medida en que el uso intensivo de estos recursos implica que seamos más 
cuidadosos; de lo contrario, el desarrollo no será sustentable. 


SEÑORA TRAVIESO.- Nos parece muy interesante el proyecto que nos ocupa hoy, sobre todo teniendo 
en cuenta los reclamos que han venido haciendo yo soy del departamento de San José los productores 
orgánicos. Ellos han transmitido durante mucho tiempo la preocupación que tienen por el uso del suelo 
y de los cursos de agua. 


Asimismo, se manifiesta por parte de la gente del medio rural, sobre todo de la producción ignoro si se hace 
mención en alguna parte la preocupación por las tierras improductivas. Creo que esto es un “no uso” 
irresponsable de los suelos y los cursos de agua. A veces, debido a que no hay actividad, son descuidados y se 
dan determinados accidentes. Hace unos meses atrás en San José, en un pequeño curso de agua hubo un 
desagúe de sueros; por allí hay un criadero de cerdos. En esos casos los productores toman el lugar de 
policías y cuidan de los predios que no son utilizados y que nadie responde por ellos. 


Reitero que me parece muy importante este proyecto y quisiera agregar la preocupación de la gente abocada 
a la producción orgánica, que debería ser premiada por el trabajo que llevan adelante y por el cuidado de los 


recursos naturales. Ellos también deben tener cuidado de los productores que tienen cerca debido a los 
herbicidas, etcétera. 


Asimismo, quería agregar lo relativo a las tierras improductivas. No sé si podría llegar a penarse estas 
situaciones, pero debería existir alguna norma para que fueran cuidadas y conservadas como establece el 
proyecto. 


SEÑOR FRUGONL.- Me parece muy importante lo que acaba de expresar la señora Diputada. Yo hice 
un resumen muy apretado de lo que ha significado la discusión con las gremiales agropecuarias y con 
las Mesas de Desarrollo, a las que convocamos a participar en esto. Es imposible que el Estado solo, sin 
el apoyo de las gremiales y de los productores, pueda llevar esto adelante; no se puede instalar un 
puesto de fiscalización en cada lugar, independientemente de lo que se debe hacer. Dadas las 
limitaciones que siempre habrá en esta materia, tenemos que apostar por el desarrollo de la conciencia 
y la participación de la gente en defensa de sus recursos. Nosotros hemos recibido respuestas muy 
interesantes a este planteo, lo que nos deja muy satisfechos. Esto se ha dado en distintos lugares. Por 
ejemplo, en algunas colonias y en la Mesa Rural de Paysandú, donde hemos constatado la existencia de 
suelos bastante degradados, con varios problemas, la gente nos decía que le parecía imposible que 
alguien fuera allí a plantearles este tipo de cosas, que desde hacía mucho tiempo ellos estaban 
sufriendo las consecuencias de cosas mal hechas. 


Estamos hablando de un recurso escaso que, como muy bien dice el ingeniero González, se supone que es 
renovable, pero si el uso es malo, es no renovable. En eso nos basamos. 


También nosotros estamos muy preocupados por ver cómo hacemos para recuperar ese 30%. Creemos que 
hay que empezar a caminar en ese sentido; precisamente, estamos trabajando para tratar de revertir esa 
situación, para que se haga algo al respecto, que sea una responsabilidad a asumir. Hay una necesidad natural 
de recuperar estas cosas, pero lo primero que hay que hacer es impedir que se continúen en el tiempo. 


Con respecto al agua y a los efluentes, estamos muy preocupados, y cuando nos enteramos de lo ocurrido, 
rápidamente nos reunimos para saber cómo estaba avanzando nuestro proyecto. Nosotros hemos invertido 
mucho esfuerzo y muchos recursos en el tratamiento de los efluentes de tambo, apostando a un sistema de 
mejora en esta materia. A través del PPR hemos trabajado fuertemente en eso, porque sabemos que es una de 
las principales causas de contaminación. 


Cuando hablamos de la tierra y de cuidar nuestros recursos naturales, nos estamos refiriendo a todos los 
recursos naturales entre los cuales, por supuesto, está el agua. La pureza de nuestras aguas es requisito 
fundamental para que un producto se desarrolle en las mejores condiciones. 


En este sentido, ustedes, en el Parlamento, han hecho un aporte importante con la aprobación de la ley de 
ordenamiento territorial, y en muy poco tiempo deberán considerar las directrices de ordenamiento, que nos 
permitirán avanzar en forma más clara y dar más seguridad a toda la campaña, que está pidiendo apoyo para 
que el recurso que tiene no se le vaya de las manos. 


SEÑOR PÉREZ BRITO.- Después de que se sancione este proyecto en el Parlamento, ¿cómo van a 
encarar, por ejemplo, el problema de los baños de ovejas, que desde hace más de cien años están 
vertiendo tóxicos en las aguas? Los que yo conozco en mi departamento hace más de cuarenta años que 
funcionan y siguen estando en el mismo lugar. 


Además, quisiera saber qué va a pasar con los campos que se dedican a la soja, que realmente están 
provocando un deterioro del suelo y de la fauna, por el uso de agrotóxicos. ¿Cómo puede el Ministerio 
controlar esto? 


También me gustaría que me dijeran qué ocurrirá con respecto al uso de abonos y agrotóxicos cerca de cursos 
de agua importantes como, por ejemplo, la Laguna del Sauce, de Maldonado, que abastece de agua potable a 

todo el departamento. Lo planteo porque, recientemente, en un fraccionamiento se hizo una laguna paralela y 
a esta altura ya está cambiando el PH de la Laguna del Sauce. 


En la práctica, ¿cómo puede el Ministerio actuar como policía de la tierra y del agua, con la fuerza suficiente 
como para terminar con estas cosas? 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Las preguntas incluyen un universo bastante amplio, que trasciende nuestra 
propuesta, que se focaliza en el manejo del suelo. Lo que podemos decir es que lo que estamos 
proponiendo en cuanto al manejo responsable del suelo se complementa con otras dos iniciativas que 
están en trámite: la de ordenamiento territorial y la reglamentaria del artículo 47 de la Constitución. 
Nosotros entendemos que, una vez aprobadas, estas tres iniciativas formarán un cuerpo normativo que 
posibilitará la ejecución de planes de desarrollo en distintas localidades del interior y en distintos 
agroecosistemas, porque se potencian recíprocamente. 


Una ley de suelos como la que está prevista en este proyecto, obviamente, está focalizada a la inspección de 
los establecimientos rurales. Ahora bien, si después ésta se complementa con las directrices nacionales de la 
ley de ordenamiento territorial y con los planes locales de esa norma en los que jugarán un papel muy 
importante las Intendencias, que inclusive tendrán iniciativa en ese sentido, podremos trascender a lo que 
plantea el señor Diputado. 


La cuestión es que los suelos tienen distintas aptitudes de uso, que dependen de las características del suelo, 
de la topografía, etcétera. Hay un grupo de trabajo que funciona en la órbita del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, que está trabajando para elaborar las directrices nacionales de 
ordenamiento territorial, que las Intendencias deberán tener en cuenta para sus planes locales. Una directriz 
muy importante es que los suelos se utilicen de acuerdo con su capacidad de uso. Por suerte, Uruguay tiene 
suficiente conocimiento de mapeo y de caracterización de suelos como para decir: “Tal suelo tiene aptitud 
agrícola y se va a usar para la agricultura, pero como tal otro tiene aptitud ganadera, no puede usarse para la 
agricultura, para la forestación, para el cultivo de arroz o de caña de azúcar”. Hay que relacionar la 
producción con la aptitud de los suelos. 


La ley de ordenamiento territorial nos permitirá trascender y potenciar lo que la ley de suelos establecerá en 
ese sentido; son absolutamente complementarias. Puse el ejemplo para que se comprendiera. Inclusive, esta 
normativa nos evitará graves problemas en el futuro; actualmente, el Uruguay convive con esos problemas. 
No sé si alguno de los presentes conoce el noreste de Canelones o la zona de Chapicui, pasando Paysandú; 
estas son zonas desertificadas: tienen enormes cárcavas y carecen de vegetación. La recuperación de estos 
suelos, además del costo que implicaría, resultaría muy difícil. Nosotros tenemos que prevenir estas 
situaciones, debemos evitar que ocurran. En esa dirección estamos trabajando. 


Con respecto al otro planteo del señor Diputado debo decir que no es un problema solo de suelos; por eso, la 
ley de ordenamiento territorial permite ir más allá. Hoy por hoy, en las campañas de fiscalización hemos 
advertido que hay importantes superficies de cultivo de soja en Canelones. Todos sabrán que Canelones tiene 
áreas pobladas, pequeños predios y una densidad de población muy alta. El cultivo de la soja no involucra 
solo el suelo sino, como planteaba el señor Diputado, se aplican herbicidas, plaguicidas y fungicidas, ya sea 
con mosquito o por avión, lo que trae graves problemas. 


¿Cómo se puede resolver esto? A través de la ley de ordenamiento territorial; la ley de suelos aporta, pero es 
necesario contar con una ley de ordenamiento territorial. En determinadas regiones, por las características del 
suelo o por la densidad de población, debe planificarse el uso del suelo y el manejo de los cultivos. Habrá que 
decir: “Tal cultivo sí o no”, o quizás: “Tal cultivo sí, pero con un manejo que no sea contaminante”. Esto es 
lo que agregará esa ley, que para nosotros es muy importante. 


En cuanto a los baños de ovejas que aclaro que es un tema que no domino, también deben quedar en el marco 
de esa ley. La norma que reglamentará el artículo 47 de la Constitución también se refiere al manejo de 
cuencas o microcuencas. Eso significa que en una microcuenca el productor tendrá que manejarse de manera 
de que no contamine directamente a la población rural ni a los cauces de agua. Este es un camino por el que, 
por suerte, el marco normativo uruguayo nos permite transitar. En este sentido como planteaba el señor 
Diputado, el gran desafío es que el Estado tenga la capacidad de contar con presencia efectiva en el campo. 
La estamos construyendo; no es fácil. Por eso siempre insistimos en que cualquiera de estos elementos ya sea 
el suelo o el agua implican una campaña articulada. Yo siempre digo que, salvando las distancias, es como 
una ley de tránsito. ¿Qué hacemos con respecto a una ley de tránsito? Hacemos campaña por los medios, 
imprimimos folletería y disponemos el trabajo de inspectores. Esa campaña es permanente. 


SEÑOR PÉREZ BRITO.- Pero se siguen matando... 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Pero son campañas permanentes; tienen que ser políticas duraderas, políticas 
de Estado. De todos modos, hacer políticas de tránsito e inspecciones en esta materia es relativamente 
más “fácil” entre comillas que cuando se habla de suelos, porque a nivel de los suelos la cuestión es 
mucho más compleja e intervienen muchos factores. 


Insisto: tiene que haber políticas duraderas; esto tiene que ser independiente de los gobiernos. Ese es el gran 
desafío. El marco normativo existe. Si pensamos que tienen que ser políticas duraderas, el Estado tiene que 
reorganizarse para llevar adelante con eficacia esas campañas. Por ejemplo, la Dirección General de Recursos 
Naturales Renovables está conformando un equipo de inspectores. Tiene que haber un equipo de inspectores 
que conozca de suelos y que desempeñe adecuadamente la función de inspección. Hace poco ingresaron seis 
inspectores jóvenes, contratados por el Proyecto de Producción Responsable; no hemos podido llamar a 
ocupar cargos nuevos por el presupuesto estatal, pero vamos por ese camino. 


SEÑOR FRUGONI.- El Ministerio se basa y actúa en función de la normativa que tiene. Entonces, por 
un lado, es necesaria una normativa que lo habilite pero, por otro, debe tener los medios para llevarla a 
cabo. 


Nosotros partimos de la base que el productor agropecuario, independientemente del Gobierno que esté, 
necesita preservar sus recursos y hacer las cosas bien, porque la actividad económica es continúa. 


El Ingeniero Agrónomo González ya ha hecho mención a los distintos tipos de cultivo, pero quiero repetir 
algo. El primer paso que nosotros establecíamos es el de modificar la normativa que nos diera elementos 
básicos para actuar y fortalecer nuestro sistema de control, y primero de análisis, de ubicación en el territorio 
y de planteo concreto en la División de Suelos. Esta División ya no existía en el Ministerio; el poquito 
personal con el que cuenta ya está por jubilarse y el lugar era una tapera. Entonces, había que hacer cursos, 
incorporar gente nueva. Era gente muy valiosa, pero sin capacidad de extenderse y sin medios para salir a 
hacer las cosas. Esto se ha fortalecido y gradualmente se va incorporando gente nueva. 


Entonces, estamos juntando dos cosas: mejorando la normativa y obteniendo los medios para llegar a eso. 


El segundo paso que establecimos claramente que discutimos con la Universidad de la República, con el 
INIA, con las agremiaciones de productores, era el de crear el manual de las buenas prácticas agrícolas. Se 
está trabajando en eso y ya está cas1 pronto. 


El tercer paso que también fue discutido con todas las gremiales; no es fruto de reuniones cerradas, es el de 
establecer los planes de producción. Es decir, de acuerdo con la capacidad del suelo, establecer qué es lo que 
se podrá hacer sobre él. Por ejemplo, habrá suelos que soporten uno o dos años de plantación de soja, con 
determinados intervalos; otros, una plantación cada cinco y en otros no se podrá plantar otro tipo de 
agricultura. ¿Por qué? Porque la producción que se asiente sobre el bien recurso natural tierra tiene que dar 
garantías de que no lo va a afectar gravemente. Para esto precisamos culminar el manual de buenas prácticas 
agrícolas y el plan de producción que deberán presentar, como se hace en el caso del cultivo de arroz o en la 
forestación. Cuando se quiere plantar arroz o forestar, se debe presentar un plan que determine los años de 
plantación, que no va a afectar el suelo, que se dispone del agua suficiente, y que eso está bien. Para las 
demás producciones no es así. Entonces, debemos avanzar en este aspecto a través del manual de buenas 
prácticas, pero también necesitamos la ley de ordenamiento territorial para que fortalezca esto. 


Hoy se puede hacer un baño de ganado en cualquier lugar. En esto entran las competencias muy fuertes de las 
Intendencias, y bienvenidas sean. Nosotros estamos trabajando coordinadamente con las Intendencias porque 
se debe definir el espacio urbano, suburbano, rural, la interface y cómo se relaciona una cosa con otra. 
Debemos determinar qué se puede hacer en el medio rural. ¿Se puede hacer cualquier cosa? ¿Se puede poner 
una planta de productos tóxicos en el medio rural? ¿En medio de una producción? ¿Qué pasa hoy en 
Canelones? La gente está en la casa, con sus niños, y pasan fumigando. ¡Es un caos! También puede suceder 
que se ubique una escuela en el medio rural y que al costado haya una granja. En este país no ha existido un 
ordenamiento rural. Se ha hecho algo en el ordenamiento urbano, estableciéndose las alturas, ubicaciones de 
ventanas, los retiros, etcétera. Pero hasta el día de hoy, con la normativa vigente, en lo que respecta al 


ordenamiento agropecuario se ha podido hacer lo que se quiera y cuando quiera, sin posibilidades de que 
pueda intervenir el Ministerio. 


Existe un artículo de la Constitución, recientemente aprobado en la reforma constitucional, que hay que 
reglamentar con una ley. Es necesario que se pronuncie el Poder Legislativo porque queda un vacío, y es 
fundamental para establecer la construcción de reservas de agua como, por ejemplo, la de la Laguna del 
Sauce. Se ha definido correctamente que son aguas de dominio público las aguas superficiales y subterráneas, 
y no las pluviales. Entonces debemos determinar cuáles son pluviales; hasta dónde son pluviales; cuándo 
empiezan a ser superficiales. Como tenemos distintas versiones como, por ejemplo, la del Código de Aguas o 
la de la ley, es dificilísimo determinar claramente los límites. Entonces, si cada uno en su lugar puede hacer 
lo que quiere, es muy problemático. 


Por alguna causa se ha postergado la aclaración de este tema, y ahora tenemos la oportunidad de hacerlo. 
Existe una propuesta concreta que hemos presentado junto con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, que define claramente este aspecto. Esta es otra parte de la normativa que 
necesitamos. Entonces, se estaría estableciendo qué cultivos se pueden hacer en función de la capacidad del 
suelo. Determinar si un baño se puede hacer en cualquier lugar. Una vez que la ley de ordenamiento esté 
apoyada por sus directrices, que en cierta forma es su reglamentación, y con la ley del agua fortalecida, 
estaríamos en condiciones de avanzar. Nos faltarían los recursos, pero estamos trabajando en eso. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Para ubicarnos en el tiempo, creo que tenemos que ser conscientes que desde la 
década del sesenta y hasta mediados o fines de la del setenta, Uruguay fue líder en América Latina en 
todo lo que refiere a conocimientos y manejo de suelo. Asimismo, en ese período se creó la Dirección de 
Suelos, a nivel del Ministerio; se hizo todo el mapeo a distintas escalas que existe en nuestro país, la 
cartografía, el Museo de Suelos que hay en Garzón y Pena y la interpretación por aptitud de uso. 
Después cambiaron las políticas, no se priorizó el área de recursos naturales, sino otras y se entró en 
un período de “stand by” 


Quiero rescatar que el grupo de personas viejas que queda, está altamente calificado, no son burócratas, 
hicieron postgrados en el exterior, hicieron toda la cartografía de suelos en el Uruguay. Lo que sucedió es que 
quedaron al costado del camino, sin recursos; se dio un desbalance, se priorizaba el productivismo de corto 
plazo y no el manejo sostenible de los recursos naturales. Entonces, ¿qué queremos hacer? Aprovecharlos 
mientras no se jubilen y que ingrese gente joven, pero falta una generación. Hay que aprovechar en este 
último período a esos técnicos muy capacitados y con mucha experiencia de campo. Por eso decimos que no 
se trata de hacer remiendos sino de llevar a cabo políticas duraderas en un recurso básico. No podemos 
permitirnos el lujo de decir por quince o veinte años que se suspenden todos los trabajos en suelo y agua. 
Esto no puede ser; un país no lo puede permitir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a formular una pregunta jurídica respecto al artículo 3”. 


El artículo 3" establece: “En los contratos que se otorguen a partir de la vigencia de la presente ley por los 
cuales una de las partes se obliga a conceder a otra el uso y el goce de un predio rural con destino a cualquier 
explotación agropecuaria, las partes podrán establecer [...]”. Esa formulación facultativa de “podrán 
establecer”, no establece preceptivamente “deberán establecer”. La pregunta es qué le agrega al artículo la 
incorporación de esta norma que establece que hay que hacer el depósito en el Banco de la República, ya que 
si las partes en un contrato se ponen de acuerdo entre ellas perfectamente podrían acordarlo. ¿La idea es 
simplemente facultar o preceptuar que se haga? ¿O una variante que según la interpretación que hizo alguno 
de ustedes me pareció que quedó como insinuada, de que alguna de las dos partes puede exigirle a la otra? Al 
decir: “las partes se obligan a conceder el uso y goce de un predio”, no le da derecho especial a ninguna de 
las dos partes. No está dicho en el texto, pero el propietario podría exigir que tuviera que hacerse ese depósito 
como una forma de garantía. Pero acá no hay ninguna referencia a eso. 


Yo ya leí el proyecto que vino del Poder Ejecutivo, que traía esta formulación y que el Senado aprobó sin 
modificaciones. De todos modos, la duda está presente y sería bueno que ustedes realizaran alguna consulta 
en el Ministerio para saber si esta apreciación que yo hago es de recibo, si se va a mantener igual la redacción 
o se le hará alguna modificación. 


De todas maneras, nosotros pensamos avanzar en la consideración del proyecto, y si en los próximos días 
surgiera alguna variante podríamos tratarla en Sala. La intención es que terminemos su tratamiento en la 
Comisión y pase rápidamente a la consideración del Pleno de la Cámara de Representantes. 


Cuando se consideró este proyecto en la Comisión del Senado contó con la presencia del doctor Guerrero. Yo 
leí la versión taquigráfica de esa sesión y tampoco se hace referencia a este aspecto. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Esa pregunta no se planteó en la sesión de la Comisión del Senado. Lo único 
que puedo decir es que la redacción fue hecha por un abogado. 


No voy a responder desde el punto de vista profesional, puesto que no soy abogado. El término “podrán” 
tenía que ver con una posibilidad expresa de la ley que, de alguna manera, permite que se aplique la Ley N* 
16.223 del año 1991, que refiere a normas para el contrato de explotaciones agropecuarias. En su artículo 6” 
se establece que en todo contrato las partes deben cumplir con las normas del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca sobre el manejo del suelo. El incumplimiento del arrendatario o aparcero, certificado por 
el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, es causal de rescisión de contrato. O sea que, de alguna 
manera, esto facilita la aplicación del artículo 6”. Tengo entendido que por eso utilizaron la palabra “podrán”; 
no se obliga, pero sí se facilita la aplicación del artículo 6* de la Ley N* 16.223. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De todas maneras, sería bueno que esta variante quedara claramente 
establecida, porque desde el momento en que esa ley no está citada es una interpretación posible, no 
obligatoria. 


SEÑOR PÉREZ BRITO.- El proyecto establece: “El Poder Ejecutivo reglamentará las disposiciones 
del presente artículo”. Supongo que a través de la reglamentación se subsanará esto. 


La cuestión es que después de tantos años de esperar una norma que reglamente algo en este sentido, no me 
parece adecuado hacer que el proyecto vuelva ahora al Senado porque, inclusive, corremos el peligro de que 
se termine el Período; no olviden que se acercan las elecciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo tengo claro, señor Diputado. 


Los argumentos que se han manejado me han convencido aún más de la significación de este proyecto de ley. 
Por eso creo que es importante que tratemos de resolverlo ahora e, inclusive, sugerí que mientras ustedes 
hacían la consulta pertinente, nosotros seguíamos adelante con el proyecto y lo pasábamos al plenario. Si 
eventualmente surgiera alguna recomendación, hay tiempo de introducir las modificaciones correspondientes 
en Sala, aunque, como es obvio, eso implicaría que la iniciativa volviera al Senado. 


SEÑOR HERNÁNDEZ.- Hemos escuchado sobre esto en dos oportunidades; personalmente, 
interpreté este tema cuando se hizo la exposición de motivos del proyecto. Se decía que, en esta 
sociedad tan dinámica, a veces se contrata con gente que no se conoce y, a veces, con gente que se 
conoce de toda la vida. Si uno sabe la clase de persona que es aquella con la que está contratando, la 
cultura de este Uruguay nos lleva a no querer obligarla; hay un manejo delicado de la situación, una 
relación de vecinos. Sin embargo, en otros casos, el proyecto habilita a establecer una obligación. 
Entonces, a mi entender, queda claramente determinado que si no se fija la obligación el perjudicado 
será el propietario. 


Esta es una interpretación; puede haber otras. Me parece que es una herramienta de que se dispondrá. Así lo 
entendimos de la lectura de las versiones taquigráficas y de lo que se ha dicho. Creo que las personas que 
trabajaron en esto y que conocen el área jurídica, no pusieron en cuestión este tema. Quizás uno, como es 
advenedizo, puede hacer alguna otra interpretación, pero me parece que este marco jurídico habilita esa 
situación cultural. Si yo soy dueño de un campo y quiero ampararme por si en el campo que voy a arrendar se 
producen erosiones, la ley me habilita a hacerlo, exigiendo una garantía. Pero si yo conozco a la persona a la 
que le arriendo y confío en ella, no voy a herirla poniéndole esa condición. Es una actitud cultural y el marco 
jurídico la ampara. 


SEÑOR PÉREZ BRITO.- Me parece que lo que consagra el artículo es el pensamiento liberal y el 
sacrosanto derecho de propiedad de hacer lo que se le dé la real gana y contratar o no un seguro. 


Les pediría que nos contestaran lo más rápidamente posible lo que el Presidente planteó. Quienes estamos 
aquí tenemos muchísimo interés en que esto se apruebe rápidamente. Se viene épocas complicadas; después 
será difícil encontrar a los legisladores, porque se acercan las elecciones. Me parece que la práctica indica 
que cuanto más rápido aprobemos esto, mejor será. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La idea es aprobarlo en el día de hoy. 


SEÑOR FRUGONI.- Para nada la redacción de este artículo consagra una sacrosanta voluntad liberal. 
Vamos a aclararlo bien: para nada. 


SEÑOR PÉREZ BRITO.- No se entendió lo que dije. 


SEÑOR FRUGONI.- La prueba de ello es que estamos responsabilizando al propietario de estas cosas. 
Eso es lo primero. 


En segundo lugar, establecemos que “podrán las partes”, o sea que, sumándome a la interpretación del 
Diputado Hernández, diré que si soy propietario puedo decidir cómo proceder, según conozca o no a la 
persona a la que voy a arrendarle; eso va a ser un factor determinante, teniendo en cuenta nuestra cultura. Ese 
es un planteo que las agremiaciones nos hicieron. Si obligamos a las partes a hacer un depósito en el Banco 
República, quizás algún negocio que podría ser beneficioso para el dueño de la tierra no se realice. 


Nosotros hubiéramos preferido algo que fuera mucho más claro, más sensible. Comparto la duda del señor 
Diputado; es la misma que vuelta y media me anda rondando. Pero también digo que las dos partes están 
habilitadas. Nosotros hemos hecho una campaña de sensibilización y hemos dado la posibilidad de habilitar 
esa garantía, pero el propietario es el responsable, es el que tendrá que responder. De esa manera, la tierra ya 
no encaja en el concepto liberal de que cada uno puede hacer lo que le dé la gana. No; si hacen algo que no 
está bien, el Estado, considerando que se trata de un bien de uso social, le aplicará las sanciones que 
correspondan. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Quiero informar que la campaña de suelos empezó el año pasado; en este mes 
estamos en la segunda etapa de fiscalización. Hicimos una fiscalización en octubre, noviembre y en los 
primeros días de diciembre, y ahora estamos comenzando una nueva, con la cosecha de los cultivos de 
verano y la siembra de los cultivos de invierno. Quiero decirlo porque, como bien señalaba el Diputado 
Pérez Brito, la campaña la estamos organizando con el Decreto nuevo pero con la ley vieja, lo cual nos 
plantea algunas dificultades. Por eso, pediríamos a los señores Diputados que, en la medida de lo 
posible, se pueda aprobar a la brevedad este proyecto, que ya tiene media sanción del Senado. No me 
preocupa solo el tiempo de que dispone en virtud de las elecciones, sino también el hecho de que 
tenemos dificultades para llevar adelante la fiscalización. 


Por otra parte, creo que quedó suficientemente claro por qué se emplea la palabra “podrán”. Creo que es un 
camino que abre la ley y que tiene un objetivo educativo. Más que nada la palabra está en ese sentido y en el 
que planteaba el Diputado Hernández. 


SEÑOR FRUGONI.- Quisiera saber si el nombre del proyecto puede cambiarse, volviendo al original 
propuesto por el Poder Ejecutivo, sin que ello implique su vuelta al Senado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si bien esto es de resorte interno de las Cámaras y el Poder Ejecutivo, 
queremos informar que el proyecto que recibimos se titula “Conservación, uso y manejo adecuado de 
las aguas”. Queremos dejar constancia que lo presentaremos con el nombre que corresponde, que es el 
del repartido que viene del Senado, que se titula “Suelos y Aguas. (Conservación, uso y manejo)”. Así 
vino del Senado y así fue que se manejó en la Comisión correspondiente cuando vino el Ministro. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Tenía entendido que el proyecto del Ejecutivo tenía como título “Uso 
responsable y sostenible de los suelos”, pero nos parece que la denominación que se citó está bien. 


SEÑOR PRESIDENTE.- También conocíamos esa denominación. 


Les agradecemos mucho vuestra presencia en la Comisión. 

(Se retiran de Sala el ingeniero agrónomo Héctor González y el señor Rodolfo Frugoni) 

——- Se pasa a considerar el proyecto de ley relativo a “Suelos y Aguas. (Conservación, uso y manejo)”. 
En discusión general. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar si se pasa a la discusión particular. 


(Se vota) 


Seis por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión particular. 
SEÑOR HERNÁNDEZ.- Mociono para que se suprima la lectura y para que se vote en bloque. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la propuesta del señor Diputado. 


(Se vota) 


Seis por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto de ley en bloque. 


(Se vota) 


Seis por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
Corresponde designar un miembro informante. 

SEÑOR HERNÁNDEZ.- Propongo a la señora Diputada Travieso. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 

(Se vota) 

——— Cinco en seis: AFIRMATIVA. 


Queda designada la señora Diputada Travieso como miembro informante. 


No habiendo más asuntos que considerar, se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


